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Rama Judicial del Poder Público 

Juzgado Trece (13) de Pequeñas Causas y 

Competencia Múltiple de Bogotá D. C. 
 

Julio treinta y uno (31) de dos mil veintitrés (2023) 

      ______________________________________

   Proceso:     Ejecutivo  

 Radicación:  2021-0666 

Demandante: Administración Operativa Automotriz S.A.S. 

Demandado:   Construcciones Colombianas OHL S.A.S. 

    ______________________________________ 

  

     Sentencia Anticipada 

    _______________________________ 

 

Procede el Despacho a proferir sentencia en el presente proceso ejecutivo de mínima 

cuantía, de acuerdo con lo prescrito en el artículo 278 del Código General del Proceso, 

teniendo en cuenta que no hay pruebas que practicar.  

 

I. Antecedentes y pretensiones 

 

1. La sociedad Administración Operativa Automotriz S.A.S., actuando por 

conducto de apoderada judicial, instauró demanda ejecutiva radicada el 14 de julio de 

2021, para que se librara orden de pago en contra de la sociedad Construcciones 

Colombianas OHL S.A.S., por las sumas de dinero contenidas en las facturas de venta 

discriminadas de la siguiente manera: 

  
N° Factura Valor Neto Fecha Factura Fecha Vencimiento 

1 N° FE1296 $3´570.000 08 de abril de 2019 08 de abril de 2019 

2 N° FE2563 $5’890.000 10 de Julio de 2019 10 de Julio de 2019 

 

1.1 Así mismo sobre los intereses moratorios de dichas sumas a la tasa máxima 

permitida por la Superintendencia Financiera, desde que se hicieron exigibles los títulos 

valores «facturas de venta electrónicas», hasta el día que se verifique su pago total. 

 

2. Que la sociedad demandada incumplió con el pago de las obligaciones contenidas 

en cada una de las facturas de venta, siendo ellas claras, expresas y actualmente 

exigibles. 
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3. Para la demostración de los hechos expuestos, se allegó original en formato digital 

de las facturas adeudadas por la sociedad demandada, certificado de cámara de 

comercio del demandado, certificado de cámara de comercio del demandante. 

 

II. Trámite procesal 

 

1. El 04 de noviembre de 2021, este Estrado Judicial libró orden de pago en los 

términos solicitados por la parte actora «ver archivo 03 del expediente electrónico». 

 

2. El 05 de agosto de 2022, la sociedad ejecutada fue notificada del auto de apremio 

en los términos del artículo 8° de la Ley 2213 de 13 de junio de 2022, quien 

oportunamente el 18 de agosto del mismo año, formuló las excepciones de mérito que 

denominó: 

 

i. «Ausencia de requisitos formales de las facturas objeto de ejecución» 

ii. «Incumplimiento recepción mensaje de datos».  

iii. «Indebida radicación de facturas – improcedencia del cobro» 

 

3. El 01 de septiembre de 2022, el extremo activo descorrió las excepciones de 

mérito propuestas por el ejecutado, quien se opuso a su prosperidad mediante el 

respectivo escrito.  

 

4. Por auto del 20 de octubre de 2022, se dispuso dar aplicación al artículo 278 del 

Código General del Proceso, teniendo en cuenta que no existen pruebas que practicar 

en el proceso.  

 

III. Consideraciones 

 

1. Habrá de precisarse que en este proceso no hay pruebas por practicar, situación 

que se enmarca dentro de los presupuestos normativos contenidos en el artículo 278 

del Código General del Proceso,1 por lo cual se procederá a emitir sentencia anticipada.  

 

 
1 Artículo 278. Clases de providencias.  
 
Las providencias del juez pueden ser autos o sentencias. 
 
Son sentencias las que deciden sobre las pretensiones de la demanda, las excepciones de mérito, cualquiera que fuere la 
instancia en que se pronuncien, las que deciden el incidente de liquidación de perjuicios, y las que resuelven los recursos 
de casación y revisión. Son autos todas las demás providencias. 
 
En cualquier estado del proceso, el juez deberá dictar sentencia anticipada, total o parcial, en los siguientes 
eventos: 
 
1. Cuando las partes o sus apoderados de común acuerdo lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del juez. 
2. Cuando no hubiere pruebas por practicar. 
3. Cuando se encuentre probada la cosa juzgada, la transacción, la caducidad, la prescripción extintiva y la carencia de 
legitimación en la causa. 
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2.  En el presente asunto, los títulos base de recaudo están constituidos por las 

facturas electrónicas de venta N° FE2563 y N° FE1296 y con fecha de exigibilidad 10 

de julio de 2019 y 08 de abril de 2019, respectivamente, las cuales cumplen con los 

requisitos previstos en los artículos 621 y 774 del Código de Comercio, así como lo 

estipulado en el artículo 422 del Código General del Proceso, que establece que desde 

el comienzo del proceso ejecutivo es indispensable contar con un documento que 

contenga una obligación clara, expresa y exigible y que constituya una plena prueba 

contra el deudor; razón por la que este Juzgado emitió mandamiento de pago el 04 de 

noviembre de 2021. 

 

3. Ahora bien, notificada la sociedad demandada a través de apoderado judicial, su 

apoderado formuló las excepciones: 

 

«Ausencia de requisitos formales de las facturas objeto de ejecución» 

argumentando que la Ley 1231 de 2008, dispone que una factura debe cumplir con 

todos los requisitos legales para ser considerado título valor, incluyendo la fecha de 

recibo de la factura con la identificación y firma de quién la recibe; así como el Decreto 

3327 de 2009 y el artículo 3° de la Ley 1231 de 2008, reglamentó estos requisitos. Que 

en el presente caso las facturas carecen de estos elementos esenciales y, aunque se 

argumenta el uso de procesos electrónicos, tampoco cumple con los requisitos exigibles 

en esta modalidad, puesto que un simple membrete o sello no sustituye la firma 

requerida por la ley para considerar una factura como título valor.  

 

«Incumplimiento recepción mensaje de datos».  

Afirmó que según lo estipulado en el artículo 20 de la Ley 527 de 1999, en relación al 

mensaje de datos (correo electrónico), el acuse de recibo es necesario para determinar si 

el mensaje ha sido enviado o recibido. Si el iniciador solicita un acuse de recibo y 

condiciona los efectos del mensaje a su recepción, éste se considera no enviado hasta 

que se recibe el acuse.  

 

En el caso presente, las facturas electrónicas enviadas carecen de soportes de recibido. 

Solo se muestra un correo de envío sin adjunto y con asunto de cotización. Destacó 

que hasta la entrada en vigor de la Resolución 042 de 2020, no se exigían acciones 

específicas de recibo y/o rechazo de facturas por parte de los proveedores de servicios.  

 

«Indebida radicación de facturas – improcedencia del cobro» 

Sostuvo que el procedimiento de radicación de facturas en la empresa era físico, y no 

era obligatorio implementar facturación electrónica; sin embargo, en las pruebas 

presentadas, no hay soportes de radicación física ni se remitió la factura al correo 

indicado en el RUT, que era el correo reconocido para radicación de facturación, ya que 

la plataforma RADIAN no estaba habilitada para relacionar correos diferentes.  
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Advirtió que las pruebas presentadas de un supuesto radicado carecen de identificación 

y no se proporciona una certificación clara sobre los correos autorizados para la 

radicación, es decir en el correo autorizado para tal fin según el numeral 3° del artículo 

291 del Código General del Proceso, 

 

4. El Juzgado hará alusión al tipo de documentos que se ejecutan, para luego 

resolver las excepciones propuestas. 

 

5. De los títulos valores 

 

5.1 Los títulos valores deben cumplir con requisitos generales y especiales para ser 

considerados como tales, los requisitos generales son comunes a todos los títulos 

valores y se refieren al derecho que el título incorpora y la firma del creador, según lo 

establecido en el artículo 621 del Código de Comercio. 

 

5.2 En virtud de la normativa aplicable, los títulos valores deben cumplir con requisitos 

especiales específicos señalados por la ley para cada tipo de título. En el caso de la 

factura de venta, conforme al artículo 774 reemplazado por el artículo 3º de la Ley 1231 

de 2008, los requisitos especiales son los siguientes:  

 

a) Debe incluir la fecha de vencimiento, y en caso de no estar expresada en la 

factura, se entenderá que el pago debe efectuarse dentro de los treinta días 

siguientes a la emisión. 

 

b) Debe contener la fecha de recibo de la factura, indicando el nombre, 

identificación o firma de la persona encargada de recibirla  

 

c) El emisor o prestador del servicio debe dejar constancia en el original de la 

factura sobre el estado del pago del precio o remuneración y las condiciones 

de pago, en caso de ser aplicable. 

 

5.3 Es importante resaltar que de acuerdo con la ley mercantil, una factura no será 

considerada título valor si no cumple con todos los requisitos establecidos; no obstante, 

es relevante que la omisión de alguno de estos requisitos no afecta la validez del 

negocio que dio origen a la factura, sea decir, la falta de cumplimiento de ciertos 

requisitos no invalidará la transacción comercial subyacente. 

 

6. La factura electrónica  

 

6.1 La factura está debidamente regulada y normada por la Ley 1231 de 2008 y el 

Decreto No. 3327 de 2009, en dichas disposiciones se aplican los procedimientos 

cuando el comprador del bien o beneficiario del servicio decide no aceptar la factura de 

forma inmediata, se determina el plazo durante el cual el comprador o beneficiario 
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pueden ejercer las opciones que la ley les asignó, y se aprovecha las consecuencias 

jurídicas cuando ninguno de los eventos realizados ocurre. Estas normativas definen de 

manera precisa los aspectos relacionados con el tratamiento de la factura y las 

consecuencias legales asociadas a su aceptación o rechazo. 

 

6.2 A su vez, el artículo 773 del Código de Comercio, modificado por el artículo 2° de 

la Ley 1231 de 2008, señala que «el comprador o beneficiario del servicio deberá aceptar de 

manera expresa el contenido de la factura, por escrito colocado en el cuerpo de la misma o en 

documento separado, físico o electrónico», igualmente precisa que «deberá constar el recibo 

de la mercancía o del servicio por parte del comprador del bien o beneficiario del servicio, en 

la factura y/o en la guía de transporte, según el caso, indicando el nombre, identificación o la firma 

de quien recibe, y la fecha de recibo». 

 

6.3 El inciso 3º, modificado por el artículo 86 de la Ley 1676 de 2013, establece que 

«La factura se considera irrevocablemente aceptada por el comprador o beneficiario del servicio, si no 

reclamare en contra de su contenido, bien sea mediante devolución de la misma y de los documentos 

de despacho, según el caso, o bien mediante reclamo escrito dirigido al emisor o tenedor del título, 

dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a su recepción». «negrilla y subraya intencional». 

 

6.4 Ahora bien, la evolución de los medios comerciales y el comercio electrónico han 

llevado a la legislación a regular las nuevas formas de comercio, lo que se ha reflejado 

en el Decreto 1074 de 2015, en su artículo 2.2.2.53.2, que define la factura electrónica 

como un título valor en formato electrónico que acredita una transacción de venta de 

bienes o servicios, aceptada por el comprador y que cumple con los requisitos legales 

establecidos en el Código de Comercio, el Estatuto Tributario y sus regulaciones, lo que 

demuestra que el documento tiene origen en formato virtual y cumple con determinados 

requisitos legales para su creación y validez. 

 

6.5 Es importante tener en cuenta que no basta con generar y enviar un documento 

para que este sea considerado como una factura electrónica válida y respalde una 

transacción; además de ello, es necesario que la factura sea validada por la DIAN y 

entregada al comprador, lo anterior de acuerdo a la modificación del Decreto 1625 de 

2016 introducida por el Decreto 358 de 2020, que establece que la factura electrónica 

de venta validada por la DIAN es un título valor siempre que se cumplan los requisitos 

legales. 

 

6.6 No obstante en las distintas resoluciones emitidas por la DIAN, especialmente la 

Resolución No. 00019 de 2016, se establece la necesidad de verificar que una factura 

corresponda a la categoría de factura electrónica. Para hacer lo anterior se creó el 

CUFE (Código Único de Facturación Electrónica), que permite individualizar cada documento. 

Este código se implementó en resoluciones posteriores, y aunque la plataforma 

RADIAN no estaba en uso al momento de la exigibilidad de las facturas N° FE2563 y 

N° FE1296, el CUFE se convirtió en un requisito esencial para la validación de las 

facturas electrónicas. 
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7. El caso concreto  

 

7.1 En el presente caso, este Estrado Judicial revisó minuciosamente cada una de las 

facturas en el sistema RADIAN, junto con el código bidimensional plasmado en cada 

una de ellas, tomando como referencia el CUFE, para evitar confusiones en su revisión; 

sin embargo, ninguna de ellas está registrada, lo que sugiere que su registro no se ha 

efectuado de manera adecuada y, por lo tanto, no pueden ser exigibles como 

facturas electrónicas, como se evidencia a continuación:  

 

Factura de Venta N° FE1296     Código QR 

 

 
 

Factura de Venta N° FE2563     Código QR 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

7.2 En el presente asunto, el demandante ha formulado acertadamente la observación 

de que la omisión de registro del instrumento crediticio en el sistema RADIAN no anula 

por completo su valor ejecutivo; no obstante, es importante destacar que dicha omisión 

conlleva una sanción que se traduce en la restricción de la circulación del mencionado 

instrumento dentro del territorio nacional, tal como lo estipula la Resolución 00085 de 

2022 emitida por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN). 

 

7.2.1 La Resolución mencionada establece de manera clara que el registro de la factura 

electrónica de venta como título valor en el RADIAN representa una condición necesaria 
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para la circulación de dichos títulos, aunque no es un requisito para su constitución, ya 

que este último aspecto continúa regulado conforme a los términos y condiciones 

estipulados por la legislación comercial vigente. 

 

7.2.2 En este sentido, se puede considerar que las facturas en cuestión se asemejan a 

unas facturas comerciales en general, pero con la particularidad de que 

imperativamente exige el cumplimiento de la normativa comercial general 

correspondiente. Es esencial tener en cuenta que, aun cuando la factura haya sido 

emitida con anterioridad a la entrada en vigor del sistema RADIAN, es factible adaptarse 

a las nuevas directrices establecidas en la normativa actual, especialmente si se está 

llevando a cabo un procedimiento de cobro en la actualidad, ya que la demanda fue 

interpuesta para el 14 de julio de 2021. 

 

7.3 Dada la importancia de cumplir con la regulación comercial y las disposiciones de 

la DIAN en relación con el registro en el sistema RADIAN, se recomienda al extremo 

actor tomar las medidas necesarias para ajustarse a la normativa vigente y garantizar 

la debida circulación y ejecución del instrumento crediticio en cuestión. 

 

7.4 Considerando lo expuesto, es relevante señalar que en el denominado archivo 

«Facturas y correos electrónicos recibidos» se ha observado la presencia de la representación 

gráfica digitalizada de cada uno de los instrumentos, en la cual se verifica la descripción 

del concepto por el cual se realiza el cobro del rubro, la fecha de emisión de la factura, 

su fecha de vencimiento, así como el nombre e identificación involucrada de cada una 

de las empresas en la operación comercial, entre otros aspectos relevantes; sin 

embargo, la aceptación, en los términos de la codificación comercial general, no 

se registra, ni se vislumbra en modo alguno dentro de los anexos aportados, 

situación que impide la orden de apremio en la forma deprecada. 

 

7.5 No debe perderse de vista que el formato XML al que hace referencia el extremo 

actor, no constituye en sí la factura electrónica como título valor, por cuanto ello es uno 

de los pasos que valida la DIAN para la existencia de la misma, pero en modo alguno 

puede aducirse que ese elemento tenga la virtualidad de originar el instrumento 

crediticio, pues la aceptación de la factura constituye su creación electrónica como título 

valor, situación que se acompasa con la regla general contenida en el Código de 

Comercio. 

 

7.6 Adicional a lo anterior, debe decirse que los documentos obrantes en el 

expediente de los archivos “FE1296”no constituye una prueba de la recepción por parte 

del demandado de la totalidad de las facturas, por cuanto la empresa demandante 

Administración Operativa Automotriz S.A.S., se limitó a informar sobre el envío de los 

documentos a las cuentas de correo elverelias.nieves@ohl.com.co y 

emerson.cifuentes@ohl.com.co, con los mensajes denominados “Cotización Camioneta 

Mecánicos Cerrejón URGENTE y Solicitud Soporte de Radicado Factura FE1296 ”, sin que estos 

mailto:elverelias.nieves@ohl.com.co
mailto:EMERSON.CIFUENTES@OHL.COM.CO
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tengan relación alguna con el cobro de las facturas, así como la trazabilidad de 

aceptación o recepción, como se evidencia en la imagen adjunta:  

 

 
  

7.7 Ahora bien este Estrado Judicial, debe aclarar que de acuerdo a lo establecido en 

el inciso 2° del artículo 430 del Código General del Proceso2, cualquier discusión 

relacionada con los requisitos formales del título ejecutivo debe realizarse mediante 

recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo, que para el caso que nos ocupa 

no se propuso; sin embargo al respecto ha sostenido la Corte, que: 

 

“… en lo que atañe con el control que oficiosamente ha de realizarse sobre el título 

ejecutivo que se presenta ante la jurisdicción en pro de soportar los diferentes 

recaudos, ha de predicarse que si bien el precepto 430 del Código General del 

Proceso estipula, en uno de sus segmentos, en concreto en su inciso segundo, que 

«[l]os requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso 

de reposición contra el mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia 

sobre los requisitos del título que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. 

En consecuencia, los defectos formales del título ejecutivo no podrán reconocerse o 

declararse por el juez en la sentencia o en el auto que ordene seguir adelante la 

ejecución, según fuere el caso», lo cierto es que ese fragmento también debe 

armonizarse con otros que obran en esa misma regla, así como también con otras 

normas que hacen parte del entramado legal, verbigracia, con los cánones 4º, 11, 42-

2º y 430 inciso 1º ejúsdem, amén del mandato constitucional enantes aludido 

(…) 

Ese entendido hace arribar a la convicción de que el fallador mal puede ser un 

convidado de piedra del litigio, sino que, en cambio, antes que otra cosa, tiene que 

 
2 Artículo 430. Mandamiento ejecutivo 
 
Presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo, el juez librará mandamiento ordenando 
al demandado que cumpla la obligación en la forma pedida, si fuere procedente, o en la que aquel considere legal. 
 
Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición contra el 
mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del título que no haya sido 
planteada por medio de dicho recurso. En consecuencia, los defectos formales del título ejecutivo no podrán 
reconocerse o declararse por el juez en la sentencia o en el auto que ordene seguir adelante la ejecución, según fuere 
el caso. «Negrilla y subrayado intencional» 
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erigirse dentro del juicio en un defensor del bien superior de la impartición de justicia 

material. Por tanto, así la cita jurisprudencial que a continuación se transcribe haya 

sido proferida bajo el derogado Código de Procedimiento Civil, la misma cobra plena 

vitalidad para predicar que del mismo modo, bajo la vigencia del Código General del 

Proceso: [T]odo juzgador, sin hesitación alguna, […] sí está habilitado para estudiar, 

aun oficiosamente, el título que se presenta como soporte del pretenso recaudo 

ejecutivo, pues tal proceder ha de adelantarlo tanto al analizar, por vía de 

impugnación, la orden de apremio dictada cuando la misma es rebatida, y ello 

indistintamente del preciso trasfondo del reproche que haya sido efectuado e incluso 

en los eventos en que las connotaciones jurídicas de aquel no fueron cuestionadas, 

como también a la hora de emitir el fallo de fondo con que finiquite lo atañedero con 

ese escrutinio judicial, en tanto que tal es el primer tópico relativamente al cual se ha 

de pronunciar a fin de depurar el litigio de cualesquiera irregularidad sin que por ende 

se pueda pregonar extralimitación o desafuero en sus funciones, máxime cuando el 

proceso perennemente ha de darle prevalencia al derecho sustancial (artículo 228 

Superior) 

(…) 

En conclusión, la hermenéutica que ha de dársele al canon 430 del Código General 

del Proceso no excluye la «potestad-deber» que tienen los operadores judiciales de 

revisar «de oficio» el «título ejecutivo» a la hora de dictar sentencia, ya sea esta de 

única, primera o segunda instancia (…), dado que, como se precisó en CSJ STC 8 

nov. 2012, rad. 2012-02414-00, «en los procesos ejecutivos es deber del juez revisar 

los términos interlocutorios del mandamiento de pago, en orden a verificar que a 

pesar de haberse proferido, realmente se estructura el título ejecutivo (…). Sobre esta 

temática, la Sala ha indicado que “la orden de impulsar la ejecución, objeto de las 

sentencias que se profieran en los procesos ejecutivos, implica el previo y necesario 

análisis de las condiciones que le dan eficacia al título ejecutivo, sin que en tal caso 

se encuentre el fallador limitado por el mandamiento de pago proferido al comienzo 

de la actuación procesal (…)”3 

 

7.7.1 En ese contexto el Juez tiene la responsabilidad de revisar el título valor en cada 

oportunidad para emitir un juicio de valor; es decir, en el momento en que se libra 

mandamiento de pago, al momento de emitir la sentencia de primera instancia o 

continuar la ejecución, e incluso de oficio en la segunda instancia. Precisando que, el 

legislador lo que estableció en el inciso segundo del artículo 430 Código General del 

Proceso, fue una restricción a la actividad defensiva de la parte ejecutada, quien no 

puede discutir los requisitos formales del título sino por la vía de la reposición contra el 

mandamiento de pago; no obstante, el juzgador conserva las facultades de dirección 

del proceso de que está dotado, para volver a revisar el cumplimiento de los requisitos 

formales del título al momento de dictar sentencia.  

 

 
3 2 CSJ, sentencia STC4808 del 5 de abril de 2017, rad. 2017-00694-00 reiterada en sentencias STC11143 del 30 de 
agosto de 2018, rad. 2018-00248-01; STC13599 del 19 de octubre de 2018, rad. 2018-00354-01; STC7491 del 10 de junio 
de 2019, rad. 2019-00524-01; STC8929 del 8 de julio de 2019, rad. 2019-00152-01; STC15169 del 7 de noviembre de 
2019, rad. 2019-01721-01; STC13428 del 3 de octubre de 2019, rad. 2019- 01460-01. 
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8. Así las cosas, y por los motivos antes expuestos, se ha desestimar la ejecución al 

encontrar que no existe título valor en las facturas de venta que fueron presentadas a 

ejecución. 

  

IV. Decisión 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Trece (13) de Pequeñas Causas y 

Competencia Múltiple de Bogotá, D. C., administrando justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la ley,  

 

V. Resuelve 

  

Primero: Desestimar la ejecución presentada por la actora, por inexistencia de los 

títulos valores, facturas de venta, presentadas a ejecución.  

 

Segundo: Decretar la terminación del presente proceso, con el consecuente 

levantamiento de las medidas cautelares. Por Secretaría ofíciese a quien 

corresponda. 

 

Tercero: Sin costas por no estar acreditadas.  

  

Notifíquese,  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Juzgado Trece (13) de Pequeñas Causas y 

Competencia Múltiple de Bogotá D.C. 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de julio de 2023. 

Por anotación en Estado No.70 de esta fecha fue 

notificado el auto anterior. 

Secretaría: Andrea Estefanía Rojas Navarro. 
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Rama Judicial del Poder Público 

Juzgado Trece (13) de Pequeñas Causas y 

Competencia Múltiple de Bogotá D. C. 
 

Julio veintiséis (26) de dos mil veintitrés (2023) 

 

Proceso:  Verbal Sumario 

Radicado:  2021-1181  

 

Ingresa al Despacho a resolver el recurso de reposición parcial interpuesto en tiempo 

por el extremo activo, en contra de la decisión del 27 de marzo de 2023, mediante el 

cual se fijó fecha para la audiencia que trata el articulo 392 del Código General del 

Proceso y se decretaron las pruebas solicitadas por los extremos de la litis, advirtiendo 

desde ya que no le asiste razón a la recurrente y, por lo mismo se mantendrá incólume 

la mencionada decisión. 

 

La recurrente al fundamentar su reparo en contra del auto en mención señala que el 

Banco Agrario de Colombia, es una entidad pública del orden nacional, por lo que su 

Representante Legal no puede ser sometido a interrogatorio de parte que busque una 

confesión, pues en lugar de esto, se debe solicitar al representante que rinda un informe 

respondiendo a un cuestionario, según lo indicado en el inciso 2° del artículo 195 del 

Código General del Proceso.  

 

El argumento perfilado para lograr la revocatoria de la citación a interrogatorio no está 

llamado a prosperar. 

 

En relación con el interrogatorio de parte, el artículo 173 del Código General del 

Proceso1, la Corte Suprema de Justicia señaló que:  

 

“Las entidades públicas pueden ser parte en los procesos civiles, si es que tienen que 

acudir a esa especialidad de la jurisdicción ordinaria a defender sus intereses bien como 

demandantes o demandadas, y por tal razón quedan sometidas a la ley procesal civil. 

(…) 

 
1 Artículo 195. Declaraciones de los representantes de personas jurídicas de derecho público 
 
No valdrá la confesión de los representantes de las entidades públicas cualquiera que sea el orden al que pertenezcan o 
el régimen jurídico al que estén sometidas. 
 
Sin embargo, podrá pedirse que el representante administrativo de la entidad rinda informe escrito bajo juramento, sobre 
los hechos debatidos que a ella conciernan, determinados en la solicitud. El juez ordenará rendir informe dentro del término 
que señale, con la advertencia de que si no se remite en oportunidad sin motivo justificado o no se rinde en forma explícita, 
se impondrá al responsable una multa de cinco (5) a diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes (smlmv) 
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Tratándose del deber de las partes de rendir interrogatorio no existe una norma que 

exima a tales entidades de cumplirlo, y lo cierto es que no hay razones para ello, si en 

cuenta se tiene que su versión sobre los hechos objeto de litigio es relevante para el 

proceso civil, al igual que el de los otros intervinientes. 

(…) 

Ahora, esa tesis la respalda el canon 195 del Código General del Proceso, pues luego 

de enunciar ‘[d]eclaraciones de los Representantes de Personas Jurídicas de Derecho 

Público’, establece que ‘[n]o valdrá la confesión de los representantes de las entidades 

públicas cualquiera que sea el orden al que pertenezcan o el régimen jurídico al que 

estén sometidas’. 

 

De donde se desprende que los representantes legales de tales dependencias pueden 

declarar y, por ende, ser interrogados con ese propósito, solo que al fallador le está 

vedado a la hora de apreciar la versión, valorar aquellas atestaciones que tengan el 

carácter de confesión -admisión de hechos perjudiciales para la entidad-, en atención a 

que debe protegerse el interés general y el patrimonio público. 

(…) 

Luego, aunque la confesión del representante legal de una entidad pública no tenga 

relevancia para el proceso civil, la declaración de parte sí la tiene, con mayor razón si a 

través de esa versión puede esclarecerse de mejor manera el conflicto, por provenir de 

quien conoció o debió conocer los datos que la originaron. De manera que en el evento 

de que el juez cite al organismo público a declarar, bien para cumplir el interrogatorio 

exhaustivo de que trata el numeral 7° artículo 372 del Código General del Proceso, o en 

virtud de la solicitud probatoria que haga uno de los intervinientes en el proceso, aquél 

deberá comparecer a la respectiva audiencia donde será escuchado. 

 

Al mismo tiempo, cuando el inciso segundo de la regla 195 comentada, señala: ‘[s]in 

embargo, podrá pedirse que el representante administrativo de la entidad rinda informe 

escrito bajo juramento, sobre los hechos debatidos que a ella conciernan, determinados 

en la solicitud’, no está excluyendo la posibilidad de que el representante comparezca al 

proceso a rendir su declaración de viva voz, la norma, únicamente, establece que si bien 

la versión que perjudica a la entidad no puede ser estimada, el fallador puede pedirle al 

representante que presente un informe bajo la gravedad del juramento. En otras 

palabras, nada obsta para que un representante de una entidad pública sea conminado 

a presentar ese informe y, simultáneamente, sea citado a rendir declaración de parte, 

cuanto más, si al tenor del referido artículo 198 son elementos de juicio disímiles”2 

«subrayado fuera del texto». 

 

Bajo estos lineamientos, se deduce que la petición presentada por la parte demandante 

tenía que ser aceptada por este Estrado Judicial, ya que aunque el Banco Agrario de 

Colombia, es una Empresa Industrial y Comercial del Estado organizada como una 

entidad financiera de carácter especial y vinculada al Ministerio de Trabajo, esto no 

impide la realización del interrogatorio de parte; lo anterior se debe a que, como se ha 

señalado anteriormente, el objetivo del interrogatorio de parte también es recibir la 

declaración de los hechos del gerente. 

 
2 CSJ, Sent. STC1366-2021, oct 06/2021 M.P. Octavio Augusto Tejeiro 
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En virtud de lo expuesto, es preciso que si bien es incontrovertible que no se puede 

obtener una confesión del funcionario en cuestión, ello no impide que comparezca 

debidamente en la audiencia y rinda declaración con respecto a los hechos que 

componen la controversia objeto de litigio; conviene destacar, además, que la normativa 

vigente sólo prohíbe el efecto probatorio que generaría una eventual confesión. 

 

En mérito de lo en breve expuesto, el Juzgado Trece (13) de Pequeñas Causas y 

Competencia Múltiple de Bogotá, D.C., administrando justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la ley y la Constitución Política, 

 

Resuelve 

 

Primero:   No reponer el auto de fecha el 27 de marzo de 2023, por las razones antes 

expuestas. 

 

Segundo:   Se reprograma la audiencia señalada en autos, para el día 29 de agosto 

de 2023, a las 9:30 a.m., la que se realizará de manera virtual. 

 

Se advierte a las partes, apoderados e intervinientes que la inasistencia 

injustificada a la audiencia, les acarreará las sanciones procesales 

pecuniarias previstas en el numeral 4° del artículo 372 del Código General 

del Proceso. 

 

Notifíquese,  

 
Juzgado Trece (13) de Pequeñas Causas y 

Competencia Múltiple de Bogotá D.C. 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de julio de 2023. 

Por anotación en Estado No.70 de esta fecha fue 

notificado el auto anterior. 

Secretaría: Andrea Estefanía Rojas Navarro. 

Firmado Por:

Cesar   Alberto Rodriguez   Pineros

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 013 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,



conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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Rama Judicial del Poder Público 

Juzgado Trece (13) de Pequeñas Causas y 

Competencia Múltiple de Bogotá D. C. 
 

Treinta y uno (31) de dos mil veintitrés (2023) 

 

Proceso:  Ejecutivo 

Radicado: 2023-0787 

 

Con fundamento en el artículo 90 del Código General del Proceso, se inadmite la 

presente demanda, so pena de rechazo, para que en el término de cinco (05) días 

contados a partir de la notificación del presente auto por anotación en el estado, el 

apoderado de la parte actora:  

 

1. Aporte un nuevo escrito de demanda dirigido al juez de conocimiento y 

debidamente suscrito. 

 

2. Acredite que la dirección de correo electrónico de la abogada coincide con la 

inscrita en la Unidad de Registro Nacional de Abogados (URNA).  

 

3. Allegue actualizado el certificado de existencia y representación legal de «Aldeas 

Infantiles», con una antelación no mayor a treinta (30) días. 

 

4. Excluya la pretensión frente al pago de concepto de cláusula penal, comoquiera 

que preliminarmente deberá estar declarado el incumplimiento por parte de la 

demandada en la acción declarativa correspondiente. 

 

5. Aclare los hechos y pretensiones de la demanda, en el sentido que sean 

coherentes con la literalidad del título valor que aporta como base de la acción 

ejecutiva. Lo anterior, teniendo en cuenta que el pagaré excluye toda posibilidad 

de ser complejo, puesto que el derecho incorporado en él no puede ampliarse 

con documentos distintos a él mismo. 

 

6. Excluya por improcedente la pretensión primera literal c de la demanda, por 

cuanto los cánones de arrendamiento de vivienda urbana no generan intereses, 

de conformidad con la disposición de las reglas 3ª y 4ª del artículo 1617 del 

Código Civil. 

 

7. Manifieste bajo la gravedad del juramento, que el título valor original, 

relacionado en el acápite de pruebas y cuya copia digitalizada se adjuntó, se 
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encuentra en su poder y que está en capacidad de allegarlo cuando el Despacho 

lo requiera. 

 

8. Dé cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8º de la Ley 

2213 de 2022, esto es, manifestando bajo la gravedad del juramento, que se 

entenderá prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio 

suministrado corresponde al utilizado por los demandados, informando la forma 

como lo obtuvo y allegando las evidencias correspondientes, particularmente las 

comunicaciones remitidas a la persona a notificar. 

 

9. Se advierte a la parte interesada, que se ha dispuesto la necesidad de presentar 

nuevamente el escrito integral de la demanda, con el fin de ajustar los hechos y 

demás acápites pertinentes, tomando en cuenta las indicaciones previamente 

otorgadas por el Despacho. 

 

Notifíquese,  

 

 
Juzgado Trece (13) de Pequeñas Causas y 

Competencia Múltiple de Bogotá D.C. 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de julio de 2023. 

Por anotación en Estado No.70 de esta fecha fue 

notificado el auto anterior. 

Secretaría: Andrea Estefanía Rojas Navarro. 

Firmado Por:

Cesar   Alberto Rodriguez   Pineros

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 013 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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